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3. FISCALÍA DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

3.1 Introducción

El año 2022 seguimos sufriendo, aunque en menor medida, las 
consecuencias de la crisis sanitaria producida por el COVID-19, cali-
ficada como pandemia por la Organización Mundial de la Salud el 11 
de marzo de 2020.

Las instituciones públicas españolas han seguido afectadas en su 
funcionamiento por las restricciones a la movilidad y a la asistencia a 
los centros de trabajo.

La Comisión de Gobierno del Tribunal de Cuentas adoptó a lo 
largo del tiempo al que se extiende la presente memoria una serie de 
acuerdos encaminados a garantizar la salud y seguridad de su personal.

Así en la reunión celebrada el 30 de marzo de 2022, a la vista de 
los altos niveles de inmunidad, tomó la decisión de adoptar una estra-
tegia diferente, dirigida a la protección de las personas de mayor vul-
nerabilidad y así se acordó que se prestara el servicio a distancia de 
forma íntegra cuando las autoridades sanitarias impongan una medida 
obligatoria de aislamiento o recomienden el trabajo no presencial.

En sesión celebrada el 14 de octubre, ante el levantamiento de cier-
tas restricciones por parte de las autoridades sanitarias, consecuencia 
de las vacunaciones masivas y de la mayor inmunización de la pobla-
ción, se produjo la vuelta a la normalidad en el ámbito educativo y 
profesional y por ello la implantación del teletrabajo, que ya no se con-
sidera una medida excepcional, acordándose que la proporción sería de 
un 70% de trabajo presencial y 30% de trabajo no presencial, siempre 
que las funciones y las necesidades del servicio lo permitieran.

En la sesión del 23 de junio la Comisión de Gobierno acordó la 
prestación del servicio de forma no presencial durante cuatro días, 
coincidiendo con la celebración de la cumbre de la OTAN y ante las 
dificultades de desplazamiento que el evento iba a generar.

En la sesión del 6 de octubre se amplió la posibilidad del teletra-
bajo, pasando al 60% presencial y 40% no presencial, la ampliación 
ya no fue debida a razones sanitarias, sino al escenario socioeconó-
mico derivado de la guerra en Ucrania, los riesgos de dependencia 
energética y la necesidad de adoptar medidas de racionalización y 
ahorro energético y la racionalización en el uso de edificios.

Durante el año 2022 el Tribunal de Cuentas ha celebrado el cua-
renta aniversario de la Ley Orgánica 2/1982, dictada en desarrollo de 
la Constitución de 1978, que configuró el actual Tribunal de Cuentas 
y dio entrada al Ministerio Fiscal como defensor de la legalidad, de 
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acuerdo con el entonces reciente Estatuto Orgánico. La legislación 
anterior contemplaba la existencia de un funcionario del Tribunal al 
que se le daba la denominación de fiscal y al que se le otorgaba la 
función de representante de la Ley y de la Hacienda, pero que no for-
maba parte de la Carrera Fiscal.

Para celebrar el cuarenta aniversario el Tribunal de Cuentas orga-
nizó varias actividades como la visita de los miembros del pleno al 
Rey de España, la emisión de un sello de correos conmemorativo, la 
publicación de una película divulgativa de las funciones del Tribunal o 
la publicación de un número extraordinario de la revista de Control 
Externo en el que quien redacta esta memoria tuvo oportunidad de 
participar.

La Fiscalía ha continuado durante este período despachando 
todos los asuntos que han ingresado, tanto de fiscalización como de 
enjuiciamiento y ha interesado la exigencia de responsabilidades 
contables respecto de los Informes aprobados por los Órganos de 
Control Externo de las Comunidades Autónoma de los que se ha 
dado traslado.

La intervención del Ministerio Fiscal no se circunscribe a las fun-
ciones conferidas al Tribunal de Cuentas por el artículo 136 de la 
Constitución, sino que se extiende a las fiscalizaciones aprobadas por 
los órganos de control externo (en adelante OCEx) de las comunida-
des autónomas.

En el actual diseño territorial que configura la vigente Constitu-
ción de 1978, con la consiguiente dispersión de múltiples entes públi-
cos que gestionan ingentes recursos económicos, el artículo 16.2 de la 
Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, de 5 de abril de 1988 
atribuye significativas e importantes misiones al Ministerio Fiscal, lo 
que implica que sea la única institución que vela por la integridad de 
los fondos públicos de las diferentes Administraciones Públicas, 
estando presente en todos los procesos de responsabilidad contable 
que se siguen en esta jurisdicción especializada.

Esta encomienda y legitimación del Ministerio Fiscal, cuya actua-
ción se enmarca en lo establecido en el artículo 124 de la Constitu-
ción, refuerza la acertada previsión de la Ley Orgánica del Tribunal de 
Cuentas, de 12 de mayo de 1982, al disponer que la Fiscalía consti-
tuya un órgano del Tribunal (artículo 19 g) y que el Fiscal forme parte 
del Pleno de la Institución (artículo 21.1).

En este sentido, los valores que proclama la Constitución del Fis-
cal, en relación con los principios rectores de legalidad e imparciali-
dad que inspiran su actuación, cobran una dimensión de especial 
consideración en lo que atañe a la protección de los caudales públicos.
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3.2 La Fiscalía del Tribunal de Cuentas

En el análisis de la Fiscalía del Tribunal de Cuentas (en lo sucesivo 
FTCu) se distinguirán los apartados destinados, respectivamente, a la 
Fiscalía propiamente dicha, a la Subdirección Técnica, a la Unidad de 
Apoyo, a la Secretaría y a las instalaciones.

3.2.1 Fiscales

El pasado año 2022, la plantilla de la FTCu estaba integrada, a 31 
de diciembre, por las mismas personas que el año anterior, esto es, por 
el Fiscal Jefe, el Teniente Fiscal y cuatro fiscales.

3.2.1.1 Organización del trabajo

La organización del trabajo, salvo en algunos pequeños detalles, 
no ha tenido variación a lo largo del periodo a que se contrae la pre-
sente memoria.

Los miembros de la plantilla despachan los asuntos de fiscaliza-
ción procedentes de los Órganos de Control Externo de las Comunida-
des Autónomas y los procedimientos de responsabilidad contable.

La asignación de trabajo del Fiscal Jefe, sin perjuicio de otras atri-
buciones, incluye el despacho de la totalidad de la actividad fiscaliza-
dora llevada a cabo por el Tribunal, así como la de cualquier otra que, 
independientemente de su naturaleza, deba ser aprobada por el Pleno, 
tal y como la elaboración de mociones, memorias o notas, o la confec-
ción del Programa Anual de Fiscalizaciones a desarrollar por el Tribu-
nal, o la resolución de recursos en materia de personal.

La razón de dicha encomienda se debe a que los asuntos deben ser 
discutidos en el Pleno del Tribunal, por lo que su despacho corres-
ponde a quien asiste a las sesiones de este, en donde van a recibir su 
aprobación.

El Fiscal Jefe tiene a su cargo además la tramitación de las diligen-
cias preprocesales, excepto las provenientes de los Órganos de Con-
trol Externo, el completo visado de dictámenes, los procesos contables 
de especial trascendencia y las relaciones institucionales con los res-
tantes órganos del Tribunal de Cuentas.

El Teniente Fiscal asume el despacho de determinados procesos 
jurisdiccionales, los expedientes de cancelación de fianzas, la prepara-
ción de informes relativos a cuestiones de naturaleza jurisdiccional y 
fiscalizadora que requieren el establecimiento de un criterio homogé-
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neo, las relaciones internacionales de la Fiscalía, los cometidos atri-
buidos a los Directores técnicos de los Departamentos del Tribunal de 
Cuentas, y ciertos Informes de Fiscalización de los OCEx. También 
actúa como portavoz de la Fiscalía.

La restante actividad del TCu es atendida por los cuatro fiscales de la 
plantilla, quienes se ocupan de dictaminar determinados Informes de Fis-
calización aprobados por los OCEx y concretos números de los procesos 
jurisdiccionales, que se tramitan ante la Sección de Enjuiciamiento.

Asimismo, todos los miembros de la plantilla intervienen en las 
correspondientes actuaciones previas, con asistencia, en su caso, a los 
actos de liquidación provisionales.

3.2.2 Subdirección Técnica

A 31 de diciembre de 2022, la plantilla de dicha Subdirección 
estaba integrada por dos funcionarias pertenecientes al Cuerpo Supe-
rior de Auditores y al Cuerpo Superior de Letrados del Tribunal de 
Cuentas, respectivamente.

3.2.3 Unidad de apoyo

A 31 de diciembre de 2022 integraban dicha Unidad, tres funcio-
narios/as, dos de ellos pertenecientes al Cuerpo Superior de Interven-
tores y Auditores del Estado, y la tercera al Cuerpo Técnico de 
Auditoría y Contabilidad.

Tanto los componentes de subdirección técnica como los integrantes 
de la unidad de apoyo se ocupan de estudiar los proyectos de Informe de 
Fiscalización (PIF) del Tribunal y cuando así se les solicita de los OCEx, 
así como de la elaboración de un resumen de su contenido, con base en el 
cual los fiscales pueden evacuar sus dictámenes con el mayor fundamento 
posible. Igualmente elaboran los informes solicitados por estos, especial-
mente en lo que afecta a las diligencias preprocesales y de enjuiciamiento.

3.2.4 Secretaría

A 31 de diciembre de 2022 las funcionarias que integraban la plan-
tilla de la Secretaría de la Fiscalía eran cinco, cuatro de ellas del Cuerpo 
General Administrativo y la quinta del Cuerpo de Auxilio Judicial.

El personal de la Secretaría de la Fiscalía es proporcionado por el Tribu-
nal de Cuentas, excepto en el caso de la funcionaria perteneciente al Cuerpo 
de Auxilio judicial, que es la única que depende del Ministerio de Justicia.
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Dos de las funcionarias tienen la condición de personal eventual 
del Tribunal de Cuentas, asumiendo no solo las funciones propias de 
la secretaria del fiscal jefe, sino también la tramitación de todas la 
actividad de fiscalización y las diligencias preprocesales.

3.2.4.1 Organización del trabajo de la Secretaría

Durante 2022 se completó la plantilla lo que ha permitido distri-
buir el trabajo de forma más racional, atribuyendo a una de las funcio-
narias la función de secretaria del Teniente Fiscal, la dirección de la 
oficina y el despacho de los asuntos procedentes de los OCEx, y a 
cada una de las tres funcionarias el despacho de los asuntos proceden-
tes de cada uno de los departamentos de enjuiciamiento.

Por su parte, la Agente Judicial se ocupa de la realización de las 
tareas que reglamentariamente le corresponden.

3.2.5 Instalaciones

Seguimos ubicados en el histórico edificio sede del Tribunal de 
Cuentas que fue remodelado. Los despachos, que gozan de buena ilu-
minación e insonorización, se hallan ahora en tres plantas, primera, 
segunda y tercera y están dotados de los medios correspondientes a 
una oficina moderna.

Durante 2022 se produjo una remodelación de espacios como con-
secuencia de la creación del Gabinete Técnico del Tribunal que fue 
ubicado en un despacho de la primera planta del Tribunal hasta ese 
momento ocupado por la Fiscalía.

La cesión voluntaria del espacio fue compensada por la adjudica-
ción de dos despachos en la segunda planta muy espaciosos en los que 
ubican ahora la subdirección técnica y la unidad de apoyo.

En la primera planta continúan el despacho y secretaria del fiscal 
jefe, el despacho del teniente fiscal y el despacho de los fiscales y en 
la tercera planta, la secretaria de fiscalía.

Los espacios de los que disponemos son dignos y adecuados a 
pesar de estar dispersos, como les sucede a otros departamentos del 
Tribunal.



419

3.3 Intervención de la Fiscalía en la actividad fiscalizadora

3.3.1 Introducción

La función fiscalizadora del TCu se caracteriza por ser suprema, 
pero no por ser la única que se lleva a cabo en España sobre la activi-
dad económico-financiera del sector público, ya que trece de las dieci-
siete Comunidades Autónomas (en lo sucesivo CCAA) constituidas 
en España  1 se han dotado de órganos de control externo de la activi-
dad económica y financiera del sector público en el ámbito autonó-
mico y municipal, que concurren, de manera coordinada con el TCu, 
en la realización de dicha actividad fiscalizadora. Tales órganos reci-
ben distintas denominaciones, por lo que la referencia a los mismos de 
manera conjunta se realizará con el acrónimo OCEx.

La Ley 7/2021 del Parlamento de Castilla la Mancha creó la 
Cámara de Cuentas de dicha Comunidad, que ha empezado a funcio-
nar el pasado año 2022.

La realización de dicha actividad fiscalizadora se lleva a cabo a 
través de un procedimiento cuya tramitación en la Fiscalía no está 
recogida en el programa de gestión «Fortuny», razón por la cual los 
datos referentes a la misma se obtienen de bases de datos confecciona-
das al efecto, una para los procedimientos tramitados en el TCu y otra 
para los tramitados por los OCEx.

La intervención de la Fiscalía en los procedimientos de una y otra 
clase se produce en momentos distintos, puesto que, mientras que en 
los que se tramitan en el TCu la intervención de la Fiscalía tiene lugar 
antes de su aprobación por el Pleno, en los que se tramitan ante los 
OCEx, dicha intervención tiene lugar después de que el Informe haya 
sido aprobado por el Órgano de Control y, en algunos casos, después 
de que el mismo haya sido presentado ante la Asamblea Parlamentaria 
de la correspondiente Comunidad Autónoma.

Con la pretensión de conseguir la máxima colaboración entre Ins-
tituciones que tienen el mismo objetivo, la Fiscalía del TCu y determi-
nados OCEx han firmado los pertinentes protocolos de actuación que 
tienen por fin normalizar el procedimiento para promover la exigencia 
de responsabilidades contables, o de otra naturaleza, derivadas de 
hechos contenidos en los Informes de Fiscalización aprobados por 
dichos OCEx.

1 Las CCAA en las que no están constituidos OCEx son Cantabria, Extremadu-
ra, La Rioja y Murcia.
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En este sentido, la Fiscalía ha suscrito protocolos con las siguien-
tes Instituciones: la Cámara de Comptos de Navarra, la Sindicatura de 
Cuentas del Principado de Asturias, el Consejo de Cuentas de Castilla 
y León, la Cámara de Cuentas de Andalucía, la Audiencia de Cuentas 
de Canarias y la Sindicatura de Comptes de la Comunitat Valenciana. 
En 2022 se firmó el convenio de colaboración con la Sindicatura de 
Comptes de les Illes Balears.

Por parte del Ministerio Público se ha fomentado la existencia de 
relaciones con los Presidentes y Síndicos Mayores de los OCEx, así 
como con los restantes miembros que integran dichas Instituciones.

Esta labor conjunta contribuye a la mejora del resultado de las fis-
calizaciones programadas y a facilitar, en su caso, la exigencia de las 
responsabilidades detectadas.

3.3.2  La intervención de la Fiscalía en la actividad 
fiscalizadora del TCu

Siendo la actividad fiscalizadora externa de la gestión económico-
financiera del sector público una competencia exclusiva del TCu o de 
los OCEx, la exposición de la intervención de la Fiscalía en el ejerci-
cio de la misma se realizará distinguiendo el carácter, nacional o auto-
nómico, del órgano que la ha llevado a cabo.

La intervención de la Fiscalía en el ejercicio de la función fiscali-
zadora del TCu tiene lugar en tres momentos distintos:

A) La Fiscalía participa en la preparación y aprobación del Pro-
grama Anual de Fiscalizaciones.

La aprobación del Programa Anual de Fiscalizaciones es compe-
tencia del Pleno. En este Plan se incluyen las fiscalizaciones acorda-
das por el Pleno, las fiscalizaciones de la Cuenta General del Estado y 
de las Cuentas Anuales de las Comunidades y Ciudades Autónomas 
que carecen de Órganos de Control Externo y las fiscalizaciones de 
los partidos políticos y de los procesos electorales. Igualmente, deben 
incluirse en el Plan, aquellas fiscalizaciones requeridas por la Comi-
sión Mixta del Congreso-Senado para las relaciones con el Tribunal 
de Cuentas.

B) La Fiscalía participa en la aprobación de las Directrices Téc-
nicas.

La importancia de la aprobación de las Directrices Técnicas reside 
en que las mismas incluyen, entre otros extremos, el ámbito subjetivo, 
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objetivo y temporal de la fiscalización, los objetivos de la misma, el 
tipo de fiscalización, las áreas de trabajo y procedimientos de audito-
ría, los medios personales y materiales.

C) La Fiscalía interviene en la aprobación de los Informes de 
Fiscalización.

Es el momento en el que culmina la realización de la actividad 
fiscalizadora del TCu, cuyo informe final se aprueba, una vez oídos 
los responsables de las entidades fiscalizadas en el trámite de alega-
ciones y después de que los miembros integrantes del Pleno hayan 
podido formular, en su caso, observaciones al Proyecto de Informe 
elaborado por cada departamento fiscalizador. Tales observaciones, en 
el supuesto de que sean aceptadas, dan lugar a las correspondientes 
modificaciones de dicho Proyecto, que antes de ser sometido a la 
aprobación del Pleno, es objeto de deliberación en la Sección de Fis-
calización. Esta última la componen únicamente los consejeros a los 
que se atribuye el ejercicio de la función fiscalizadora, que son todos 
los que integran el Pleno, excepto su Presidente y los miembros de la 
Sección de Enjuiciamiento.

La Sección de Fiscalización se organiza en cuatro departamentos 
sectoriales, tras el Acuerdo del Pleno de 29 de noviembre de 2021.

Los departamentos se distribuyen conforme a las grandes áreas de 
la actividad económico-financiera del sector público estatal y a la 
naturaleza jurídica de las entidades que lo integran. Además, existen 
dos departamentos territoriales, que llevan a cabo la fiscalización del 
sector público autonómico y del sector público local, respectivamente, 
y un departamento de partidos políticos, al que corresponde la fiscali-
zación de las formaciones políticas y de las fundaciones y demás enti-
dades vinculadas o dependientes de ellas, así como de las contabilidades 
electorales.

Durante 2022, se aprobaron 48 proyectos de fiscalización, cifra 
superior a la correspondiente al año anterior en que los informes apro-
bados fueron 35.

La intervención del fiscal en los mencionados procedimientos de 
fiscalización es la que se expresa en el siguiente cuadro:
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Intervención de la Fiscalía en los informes de fiscalización 
aprobados por del TCu en 2022

If. 
Aprobados

Sin 
observac.

Observac. Sin resp.
Resp.

Contable
Resp. Penal

Resp.
Tributaria

48 32 16 31 17 0 2

3.3.3  La intervención de la Fiscalía en la actividad 
fiscalizadora de los OCEx

Como se ha indicado anteriormente, la intervención de la Fiscalía 
en la actividad fiscalizadora de los OCEx es más restringida que en la 
llevada a cabo por el TCu, porque, realizándose la misma cuando el 
Informe de Fiscalización ya ha sido aprobado, no es posible formular 
observaciones, sino solamente promover, en su caso, la exigencia de 
algún tipo de responsabilidad.

El siguiente cuadro recoge el número total de informes aprobados 
por cada uno de ellos:

Actividad fiscalizadora de los OCEx

Tribunal Vasco de Cuentas Públicas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 19
Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14
Sindicatura de la Generalitat de Catalunya . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30
Consello de Comptes de la CA de Galicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12
Cámara de Cuentas de la CA de Madrid . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21
Cámara de comptos de la CA de Navarra . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 16
Audiencia de cuentas de la CA de Islas Canarias . . . . . . . . . . . . . . 16
Cámara de la CA de Andalucía . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 40
Sindicatura de Comptes de la Comunitat Valenciana . . . . . . . . . . . 67
Consejo de cuentas de la CA de Castilla y León . . . . . . . . . . . . . . . 32
Sindicatura cuentas del principado de Asturias . . . . . . . . . . . . . . . . 10
Cámara de cuentas de Aragón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12

 Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 289

La intervención de la Fiscalía en la actividad fiscalizadora de los 
OCEX es la que se refleja en el cuadro que a continuación se inserta:
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Intervención de la Fiscalía en la actividad fiscalizadora 
de los OCEx en 2022

If. aprobados
Sin

responsabilidad
Resp.

contable
Responsabilidad 

penal
Otras 

responsabilidades

289 215 74 0 0

Se ha producido un importante incremento en el número de Infor-
mes de Fiscalización aprobados por los OCEx, en el ejercicio a que se 
refiere la presente Memoria, respecto de los dictaminados en el 
año 2021, que alcanzaron el número de 232.

3.3.4 Ámbito internacional

El Tribunal de Cuentas desempeña un papel especialmente rele-
vante en la Organización Europea de Entidades Fiscalizadoras Supe-
riores (EUROSAI), por cuanto los Estatutos fundacionales de dicha 
Organización le atribuyen la Secretaría permanente de la misma. 
Como tal, le corresponde la gestión administrativa y presupuestaria de 
EUROSAI, la ejecución de las resoluciones de sus órganos de 
gobierno, la administración de su página web y la edición de su revista 
anual.

En cuanto Secretaría de la Organización, el Tribunal de Cuentas es 
miembro permanente de su Comité Directivo y observador en el 
Equipo de Coordinación de EUROSAI, liderando además la Cartera 
en materia de Relaciones con otras Organizaciones Regionales de 
INTOSAI y el Grupo de Proyecto sobre Regulaciones de EUROSAI.

El Tribunal es miembro de pleno derecho de Organización Interna-
cional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI) y por ello 
participa en diversos órganos y estructuras de INTOSAI en el ámbito 
de actividad del Plan Estratégico de dicha Organización 2017-2022, 
siendo miembro del Foro de EFS con funciones jurisdiccionales, así 
como del Comité de Normas Profesionales, al formar parte del Sub-
Comité de Normas de Control Interno y del Comité de Compartir 
Conocimientos. También participa en alguno de sus Grupos de Tra-
bajo, tales como el de Modernización Financiera y Reforma Regulato-
ria, y el Grupo de Trabajo de Valor y Beneficio de las EFS. En cuanto 
a las Task Forces, colabora activamente en la encargada de elaborar el 
Plan Estratégico de INTOSAI 2023-2028, cuyas reuniones se han rea-
lizado de forma virtual durante todo el año.



424

En el marco de su papel como Secretaría de EUROSAI, el Tribu-
nal de Cuentas interviene en el Foro Regional para el Desarrollo de 
Capacidades, así como en la Plataforma de INTOSAI para la Coope-
ración Regional. Como miembro del Comité de Creación de Capaci-
dades, durante el ejercicio 2022, participó en todas las reuniones 
virtuales y webinarios organizados, así como en la reunión anual de su 
Comité Directivo. Participó asimismo en las diferentes sesiones orga-
nizadas por la Cooperación INTOSAI-Donantes en el mes de sep-
tiembre, y en la reunión anual de su Comité Rector.

El conjunto de las actividades desarrolladas obliga a destacar la 
complejidad y cantidad de temas que aborda el equipo de profesiona-
les del Tribunal de Cuentas dedicado a las relaciones internacionales, 
cuya preparación y laboriosidad procede ser subrayada. No puede 
olvidarse que, tanto las cuestiones de fiscalización como las de enjui-
ciamiento, se hallan en permanente evolución, lo que exige a los ope-
radores un esfuerzo dirigido, primero, al conocimiento de las mejores 
técnicas de control del gasto público y, después, a su conveniente for-
mulación en los foros internacionales.

Por su parte, la Fiscalía del Tribunal de Cuentas realizó las siguien-
tes actividades:

La Fiscalía del Tribunal de Cuentas participó el día 20 de enero 
de 2022 en el I Congreso Bilateral e Internacional de la Jurisdicción 
de Cuentas: Nuevas Tendencias de la Jurisdicción de Cuentas en Ibe-
roamérica, organizado en la Ciudad de Panamá por la Fiscalía General 
de Cuentas de Panamá, con la exposición online de la conferencia «El 
Tribunal de Cuentas de España: Fiscalización y Enjuiciamiento».

Los días 12 y 19 de mayo de 2022, en el marco de una colabora-
ción con la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organi-
zada, la Fiscalía del Tribunal de Cuentas recibió a seis fiscales de la 
República de Costa Rica, ante los que se expuso una conferencia con 
el título «El Tribunal de Cuentas de España. La Fiscalización de los 
Partidos Políticos».

Durante los días 7 al 11 de noviembre se celebró el congreso de 
INTOSAI en Rio de Janeiro al que asistió el fiscal jefe que intervino 
en diversos foros de EFS con funciones jurisdiccionales, así como en 
otra reunión de fiscales de dichas entidades.
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3.4 La actividad jurisdiccional

3.4.1 Introducción

El texto constitucional regula el Tribunal de Cuentas en su artículo 136 
y lo configura como el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y 
de la gestión económica del Estado y del sector público.

Esta no es la única función que la Constitución atribuye al Tribu-
nal de Cuentas, sino que, al mismo tiempo y, de acuerdo con una larga 
tradición histórica, la Carta Magna, le confiere la potestad jurisdiccio-
nal, en el ámbito contable, utilizando la expresión «sin perjuicio de su 
propia jurisdicción».

Tal reconocimiento se lleva a cabo igualmente en la LO 2/1982, de 
12 de mayo, del TCu, en la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funciona-
miento del TCu y en repetidos pronunciamientos jurisprudenciales, 
tanto del TC (S de 31 de enero de 1991) como del TS (S de 22 de 
noviembre de 1996).

La definición de la extensión y los límites de la función jurisdic-
cional del Tribunal de Cuentas se recoge en su Ley Orgánica, princi-
palmente en los artículos 15 a 18, así como en el artículo 49 de la Ley 
de Funcionamiento, que hace referencia al concepto de responsabili-
dad contable.

La jurisdicción del Tribunal de Cuentas comprende todo el territo-
rio nacional, es única en su orden (artículo 1.2 LOTCu), y es necesaria 
e improrrogable, exclusiva y plena (artículo 17.1 LOTCu), en los 
siguientes términos:

 – Es necesaria, porque los órganos de enjuiciamiento contable 
están obligados a actuar para resolver las contiendas que, por reparto, 
le son encomendadas a través de las pretensiones deducidas por las 
partes.

 – Es improrrogable, porque su competencia es la determinada por 
la Ley sin que sea procedente someterla a la voluntad de las partes.

 – Es exclusiva, porque conoce de todas las cuestiones que se sus-
citen respecto de las materias que le están atribuidas sin interferencia 
de los demás órdenes jurisdiccionales o de potestades ajenas. Dirimir 
las contiendas sobre responsabilidad contable en vía jurisdiccional es 
una función estatal atribuida en exclusiva a los órganos de la jurisdic-
ción contable del Tribunal de Cuentas.

 – Y es plena porque conoce en su totalidad de las cuestiones de 
hecho y de derecho, siendo única en su orden y sin perjuicio de los 
recursos de casación y revisión, en determinados supuestos, ante el 
Tribunal Supremo.
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A través del ejercicio de la acción de responsabilidad contable se 
formula un juicio de reproche sobre la adecuación a la normativa pre-
supuestaria y contable de la gestión de los fondos públicos, lo que 
permite obtener el reintegro al Tesoro de los caudales, que nunca 
debieron salir del mismo, o de los que no llegaron a ingresar en él, 
cuando era preceptivo.

Para llevar a cabo dicha actividad jurisdiccional la legislación 
reguladora del TCu establece dos cauces procesales distintos: el juicio 
de cuentas, por medio del que se ventilan los supuestos de responsabi-
lidad contable que no sean constitutivos de alcance y el procedimiento 
de reintegro por alcance, a través del que se exige la responsabilidad 
por alcance, expresión esta última que se viene a identificar con la 
existencia de un saldo deudor injustificado en las cuentas de cualquier 
entidad integrante del sector público.

El juicio de cuentas se ajusta en su tramitación a la del recurso 
contencioso-administrativo, mientras que la del proceso de reintegro 
por alcance se adecua a la del procedimiento civil.

Ambos procesos van precedidos de una fase previa, que tiene por 
objeto concretar el importe de los daños, determinar la identidad de 
los presuntos responsables de los mismos y reunir los medios de 
prueba que acrediten los distintos elementos configuradores de la 
responsabilidad contable, la que se dilucida en la fase jurisdiccional 
propiamente dicha, que comienza con el planteamiento de la 
demanda.

La tramitación de dicha fase previa es diferente en uno y otro tipo 
de proceso, pues, mientras que en el juicio de cuentas dicha tramita-
ción es responsabilidad del propio consejero que realizó la fiscaliza-
ción, de la que dimanan los indicios generadores de responsabilidad 
contable, en el procedimiento de reintegro por alcance corre a cargo 
del delegado instructor designado por la Comisión de Gobierno 
del TCu a propuesta de la Sección de Enjuiciamiento.

A continuación, se expresan los datos que se han obtenido de los 
listados de causas incoadas, según el tipo de procedimiento (diligen-
cias preliminares y procedimiento de reintegro) y el departamento de 
origen.

Diligencias preliminares

Órgano Incoadas Archivadas

Dpto. 1 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 100 88
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Órgano Incoadas Archivadas

Dpto. 2 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 93 94
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 89 99

 Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 282 281

Procedimiento de reintegro por alcance

Órgano Incoados Archivados

Dpto. 1 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 74 788
Dpto. 2 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 77 68
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 75 82

 Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 226 228

La actividad jurisdiccional del TCu se expondrá diferenciando la de 
los tres departamentos que componen la Sección de Enjuiciamiento del 
TCu y la de la Sala de Justicia de la misma, expresando al final la del 
Ministerio Fiscal ante cada uno de tales órganos, si bien previamente se 
considera necesario dar cuenta, con carácter general, de la evolución 
del trabajo de esta sección del Tribunal a lo largo de 2022, que se com-
pletará con la llevada a cabo en materia de cancelación de fianzas.

El número total de asuntos ingresados en esta sección del Tribunal 
a lo largo del año 2022 ascendió a 547 y como el número de asuntos 
resueltos ha sido de 553, puede concluirse que ha habido una disminu-
ción de asuntos pendientes de 6, tal y como se refleja en el cuadro 
siguiente:

Movimiento general de asuntos

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresados
2022

Resueltos
2022

Pendientes
31/12/2022

Sala Justicia . . . . . . . . . 20 39 44 15
Dpto. 1 . . . . . . . . . . . . . 101 174 166 109
Dpto. 2 . . . . . . . . . . . . . 160 170 162 168
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . . . 86 164 181 69

 Total . . . . . . . . . . . . . 367 547 553 361
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3.4.2  La actividad jurisdiccional de los Consejeros del 
Tribunal de Cuentas

La actividad jurisdiccional de los consejeros del Tribunal de Cuen-
tas se expondrá distinguiendo, por una parte, las diligencias prelimi-
nares tramitadas por ellos y, por otra parte, los procedimientos de 
reintegro por alcance, puesto que resulta oportuno dejar constancia de 
la escasa incidencia que la otra modalidad procedimental a través de 
la cual puede ser exigida la responsabilidad contable, el denominado 
juicio de cuentas, tiene en la actividad jurisdiccional del TCu.

3.4.2.1 Diligencias preliminares

Las diligencias preliminares incoadas en el año 2022 han ascendido 
a 282, de las cuales 58 procedieron de Informes de Fiscalización del Tri-
bunal de Cuentas, 65 de Informes de Fiscalización de los OCEx, 89 de 
Informes de otras Instituciones Públicas y el resto, de comunicaciones de 
Acciones Públicas en un total de 64 y de denuncias de particulares.

Así resulta del cuadro que a continuación se inserta:

Diligencias preliminares

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresadas
2022

Resueltas
2022

Pendientes
31/12/2022

Dpto. 1 . . . . . . . . . . . . 19 100 88 31
Dpto. 2 . . . . . . . . . . . . 30 93 94 29
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . . 27 89 99 17

 Total . . . . . . . . . . . . 76 282 281 77

Las diligencias preliminares pueden iniciarse en virtud de trasla-
dos de actuaciones fiscalizadoras acordados por los Departamentos 
que componen la Sección de Fiscalización del Tribunal o por los 
OCEx, a instancia de otras Instituciones Públicas o bien como conse-
cuencia del ejercicio de la Acción Pública, tal y como se refleja en el 
cuadro siguiente:
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Clasificación de las diligencias preliminares iniciadas 
por su origen y acción pública

Órgano
Sección

Fiscalización
OCEx

Otras
Instituciones

Públicas

Acción
Pública

Otras Total

Dpto. 1 . . . . . . . 20 23 33 21 3 100
Dpto. 2 . . . . . . . 19 20 32 22 0 93
Dpto. 3 . . . . . . . 19 22 24 21 3 89
 Totales . . . . . 58 65 89 64 6 282

En el año 2022 se ha producido una importante disminución de las 
diligencias preliminares incoadas, que han pasado de 341 del período 
precedente a 282.

A su vez los traslados de actuaciones fiscalizadoras, llevadas a 
cabo por la sección de fiscalización del Tribunal o por los OCEx, se 
pueden acordar, en el caso del TCu, a instancia del Ministerio Fiscal o 
del Abogado del Estado, o a petición de ambos conjuntamente y, en el 
caso de los OCEx, a instancia del Ministerio Fiscal o del propio 
OCEx, puesto que en este último caso el Informe de Fiscalización se 
aprueba por el órgano de control sin intervención previa del fiscal y 
sin intervención de clase alguna del Servicio Jurídico del Estado, si 
bien la legislación reguladora de los OCEx impone a dichos órganos, 
con unos u otros caracteres, la obligación de promover la exigencia de 
responsabilidad contable instando del propio TCu la iniciación del 
procedimiento. Así se expresa en los cuadros siguientes:

Clasificación de las diligencias preliminares procedentes 
de la sección de fiscalización en atención al órgano que 
promueve el traslado de las actuaciones fiscalizadoras

Órgano Ministerio Fiscal
Ministerio Fiscal 

y Abogado del Estado
Abogado del Estado

Totales . . . . . . . . . . 50 2 6
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Clasificación de las diligencias preliminares procedentes 
de los OCEx en atención al órgano que promueve 

el traslado de las actuaciones fiscalizadoras

Órgano Ministerio Fiscal OCEx

Totales . . . . . . . . . . . . . . . . 70 2

Clasificación de las diligencias preliminares resueltas 
por su origen

Órgano
Sección

Fiscalización
OCEx

Otras
Instituciones

Públicas

Acción
Pública

Otras Total

Dpto. 1 . . . . . . . 20 23 36 21 – 100
Dpto. 2 . . . . . . . 16 20 41 21 – 98
Dpto. 3 . . . . . . . 22 29 26 21 1 99

 Totales . . . . . 58 72 103 63 1 297

Las diligencias preliminares pueden ser archivadas cuando los 
hechos manifiestamente no revistan caracteres de alcance o cuando 
éste no estuviere individualizado con referencia a cuentas determina-
das o a concretos actos de administración, custodia o manejo de cau-
dales públicos. En los demás supuestos, se procede al nombramiento 
de delegado instructor a fin de que tramite las correspondientes actua-
ciones previas.

Dichas actuaciones concluyen mediante Acta de liquidación pro-
visional, cuyo contenido puede consistir en declarar la existencia o 
inexistencia de indicios generadores de responsabilidad contable y, en 
el primer caso, el importe al que ascienden los mismos y las personas 
que aparecen como presuntos responsables, sobre cuyo patrimonio el 
propio delegado instructor puede adoptar medidas de aseguramiento, 
de naturaleza provisional, para garantizar la responsabilidad que se 
pueda declarar en sentencia.

Sin embargo, el contenido del Acta no es vinculante ni para el depar-
tamento al que corresponde su conocimiento ni para el Ministerio Fiscal 
y las partes, de suerte que se puede iniciar o no un procedimiento de 
reintegro con independencia de cuál sea el contenido del Acta de Liqui-
dación, ya que la incoación o no incoación del procedimiento depende 
exclusivamente del pronunciamiento que se adopte por el consejero en 
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cada caso competente sobre la admisión de la demanda que pueda pre-
sentarse. Lo que determina la incoación o no del procedimiento es el 
acto procesal de presentación de la demanda y no el contenido del Acta 
de Liquidación que se dicte en las actuaciones previas.

Conforme a los datos proporcionados por la Presidencia de la sec-
ción de enjuiciamiento del Tribunal, a lo largo de 2022 se inicia-
ron 297 actuaciones previas, todas ellas tramitadas por delegados 
instructores designados por la Comisión de Gobierno.

La evolución de las actuaciones previas durante los últimos tres 
años es la que se expresa a continuación:

Año Número

2020 174

2021 207
2022 297

Durante el pasado año, se ha producido un importante incremento 
en las actuaciones previas respecto de la precedente anualidad y, al 
mismo tiempo los asuntos tramitados presentan mayor complejidad, lo 
que obliga a los delegados instructores a intensificar las diligencias de 
investigación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 LFTCu.

Se entiende que procede promover la responsabilidad contable, una 
vez constatada la existencia de perjuicio en los fondos públicos, a fin 
de comprobar, en sede jurisdiccional, la concurrencia de los demás 
requisitos configuradores de dicha responsabilidad, como son la infrac-
ción de normativa presupuestaria o contable, la relación de causalidad, 
la legitimación pasiva y la existencia de dolo o negligencia grave.

Es decir, no se presume que, por estar atribuida la gestión a enti-
dades públicas dotadas habitualmente de mecanismos de control 
interno, la misma se desarrolla de acuerdo con los principios de lega-
lidad, eficacia y eficiencia, sino que, conocida la producción del 
resultado dañoso a través de la actuación fiscalizadora, se averigua en 
sede jurisdiccional si de tales perjuicios se deriva o no responsabili-
dad contable.

De esta manera, el incremento, en su caso, del número de actua-
ciones previas no se traduce en un incremento, en la misma propor-
ción, del número de demandas que se plantean, pero significa que la 
investigación que se realiza en sede de fiscalización se profundiza en 
sede de enjuiciamiento y se apura en la medida de lo posible, lo que 
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facilita, a su vez, que quede constancia en la Fiscalía de antecedentes 
suficientes para justificar sus decisiones ulteriores.

3.4.2.2 Acción Pública

El ordenamiento habilita a través del artículo 47.3 LOTCu, a que 
cualquier ciudadano pueda ejercer una verdadera acción popular en el 
ámbito de la exigencia de las responsabilidades contables.

Sobre esta materia se ha seguido, durante el año 2022, la práctica 
procesal iniciada en años anteriores por los tres departamentos de pri-
mera instancia y la sala de apelación, exigiendo la personación en 
forma, mediante escrito suscrito por abogado y procurador, en el que 
se individualicen los supuestos de responsabilidad, con referencia 
tanto a las cuentas o actos susceptibles de determinarla como a los 
preceptos legales que se consideren infringidos.

La Sección de Enjuiciamiento tramita el ejercicio de la acción 
pública de responsabilidad contable a través de un cauce procesal 
específico, que tiene por objeto verificar el cumplimiento de los requi-
sitos para el ejercicio de la mencionada acción, aunque tal vía proce-
dimental no viene establecida por el ordenamiento.

Sin embargo, cuando no se cumplen los requisitos de postulación 
exigidos para que el ejercicio de la acción tramitada y se acuerda por 
ello su archivo, se trasladan las actuaciones a la Fiscalía para que inste 
lo pertinente.

Ello obliga a la Fiscalía a ejercitar separadamente dicha acción 
cuando lo considera procedente, de manera que el cauce procesal ins-
taurado, además de carecer de cobertura legal, contribuye a que se 
produzcan retrasos en la actuación jurisdiccional.

La distribución por Departamentos del ejercicio de la acción 
pública es la siguiente:

Acciones públicas

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresadas
2022

Resueltas
2022

Pendientes
31/12/2022

Dpto. 1 . . . . . . . . . . 4 21 15 10
Dpto. 2 . . . . . . . . . . 4 22 20 6
Dpto. 3 . . . . . . . . . . 3 21 17 7

 Total . . . . . . . . . . 11 64 52 23
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3.4.2.3 Procedimientos de Reintegro por Alcance

El análisis de este Epígrafe se realizará distinguiendo entre los 
procesos declarativos y los procesos de ejecución.

3.4.2.3.1 Procesos Declarativos

Durante el año 2022 se iniciaron 226 procedimientos de reintegro 
por alcance, siendo resueltos un total de 228, tal y como se expresa en 
el cuadro siguiente:

Procedimiento de reintegro por alcance

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresados
2022

Resueltos
2022

Pendientes
31/12/2022

Dpto. 1 . . . . . . . . . . 82 74 78 78
Dpto. 2 . . . . . . . . . . 130 77 68 139
Dpto. 3 . . . . . . . . . . 59 75 82 52

 Total . . . . . . . . . . 271 226 228 269

Los Procedimientos de Reintegro en fase declarativa son los que a 
continuación se expresan:

Procedimiento de reintegro por alcance en fase declarativa

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresados
2022

Resueltos
2022

Pendientes
31/12/2022

Dpto. 1 . . . . . . . . . . 34 73 78 29
Dpto. 2 . . . . . . . . . . 56 71 62 65
Dpto. 3 . . . . . . . . . . 22 73 77 18

 Total . . . . . . . . . . 112 217 217 112

La evolución de los procedimientos de reintegro por alcance en 
fase declarativa en los últimos tres años es la que a continuación se 
expresa:
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Procedimientos de reintegro

Año Número

2020 159
2021 223
2022 217

A su vez la forma de terminación de los Procedimientos de Rein-
tegro en fase declarativa es la que se expresa en el siguiente cuadro:

Forma de terminación de los procedimientos de reintegro 
por alcance en fase declarativa

Autos Sentencias Decretos Total

Dpto. 1 . . . . . . . . . . . . 68 10 0 78
Dpto. 2 . . . . . . . . . . . . 57 5 0 62
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . . 70 8 0 78

 Total . . . . . . . . . . . . 195 23 0 218

Del número total de sentencias dictadas por los tres departamentos 
de la Sección de Enjuiciamiento, 10 fueron desestimatorias, 8 fueron 
estimatorias parciales de la demanda y 5 la estimaron en su integridad. 
En el siguiente cuadro se expresa por departamentos.

Sentencias año 2022

Dpto. 1.º Dpto. 2.º Dpto. 3.º Total

Estimatoria total . . . . . . . . . . 3 1 1 5
Estimatoria parcial . . . . . . . . 3 0 5 8
Desestimatoria . . . . . . . . . . . 4 4 2 10

 Total . . . . . . . . . . . . . . . . . 10 5 8 23

Las pretensiones mantenidas por el Ministerio Fiscal fueron esti-
madas en su integridad en el 21,7% de los casos; parcialmente lo fue-
ron en el 34,7%, alcanzando el 43,4% el volumen de las demandas 
que fueron íntegramente desestimadas.
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21,74%

34,78%

43,48%

ESTIMACIÓN TOTAL ESTIMACIÓN PARCIAL DESESTIMACIÓN

La valoración de tales resultados debe hacerse, no solamente aten-
diendo a las magnitudes expresadas, sino también a las causas deter-
minantes de las discrepancias, extremo éste que, por referirse en la 
mayoría de los casos a parte del importe en el que se estimaban los 
perjuicios y no al concepto causante de ellos, permite asegurar que el 
porcentaje de coincidencia entre las pretensiones mantenidas por el 
Ministerio Fiscal y el sentido de las sentencias dictadas en primera 
instancia es del 56,5 %.

Las actuaciones jurisdiccionales tramitadas para exigir responsa-
bilidad contable fueron muchas más que las que se dejan expresadas 
que terminaron por sentencia, ya que 195 concluyeron mediante auto 
que declara la inexistencia de responsabilidad contable.

A este respecto, debe indicarse que las fuentes de conocimiento de 
los ilícitos contables vienen constituidas, de manera primordial, por 
los Informes de Fiscalización, bien sean los realizados por el TCu, 
bien sean los aprobados por los OCEx. Junto con tales fuentes, tam-
bién hay que contar con el ejercicio de la acción pública y con los 
traslados procedentes de otras Instituciones.

Pues bien, en todas las fuentes de conocimiento de los ilícitos 
contables hay una característica común y es la de que, en mayor o 
menor medida, los hechos que generan responsabilidad contable 
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no se conocen con precisión, tanto en lo que se refiere a la diná-
mica de su realización como en lo que respecta al resultado del 
daño causado.

En efecto, cuando los fiscales analizan los Informes de Fiscaliza-
ción, no solo promueven la exigencia de responsabilidad contable 
cuando el hecho aparece descrito con precisión, recogiendo todos los 
elementos que configuran la responsabilidad contable, sino que basta 
con apreciar la existencia de perjuicios en los caudales públicos por 
parte de las personas encargadas de su gestión, para que se promueva 
la tramitación del procedimiento correspondiente, ya que, tal y como 
está configurado legalmente, su fase preprocesal tiene por finalidad 
averiguar tales extremos.

De esta manera, se pretende que los delegados instructores, que 
son los funcionarios del TCu a los que la Ley encomienda la realiza-
ción de tal actividad preprocesal, dejen de ser meros liquidadores de 
la responsabilidad contable, apreciada en los Informes de Fiscaliza-
ción, para empezar a convertirse en investigadores de la misma.

En este sentido, procede señalar que algunas actuaciones previas 
de especial complejidad, tramitadas el pasado año, ponen de mani-
fiesto la importante misión que el artículo 47 de la LFTCu encomienda 
a los delegados instructores, cuya pericia resulta esencial en orden a 
preparar adecuadamente la fase jurisdiccional.

La distribución de los procedimientos de reintegro por sectores es 
la que a continuación se expresa:

Distribución por sectores Dpto. 1.º Dpto. 2.º Dpto. 3.º Total

Sector Público Estatal . . . . . . . . 8 5 1 14
Sector Público Autonómico . . . . 37 41 17 95
Sector Público Local . . . . . . . . . 28 30 52 110
Admón. Seguridad Social . . . . . 0 1 3 4

 Total, procedimientos. . . . . . . 73 77 73 223

3.4.2.3.2 Procesos de ejecución

A lo largo de 2022 se inicia la ejecución de 23 sentencias dictadas 
en procedimientos de reintegro por alcance, siendo archivados defini-
tivamente, por haber concluido la ejecución, 12 procedimientos de 
dicha clase.
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Procedimientos de reintegro por alcance en fase de ejecución

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresados
2022

Resueltos
2022

Pendientes
31/12/2022

Dpto. 1 . . . . . . . . . . . 48 1 0 49
Dpto. 2 . . . . . . . . . . . 74 6 6 74
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . 37 1 6 34

 Total . . . . . . . . . . . 159 8 12 157

3.4.2.4 Juicio de cuentas

La evolución de los juicios de cuentas a lo largo de 2022 es la que 
a continuación se expresa:

Juicios de cuentas

Órgano
Pendientes
1/01/2022

Ingresados
2022

Resueltos
2022

Pendientes
31/12/2022

Dpto. 1 . . . . . . . . . . . 0 0 0 0
Dpto. 2 . . . . . . . . . . . 0 0 0 0
Dpto. 3 . . . . . . . . . . . 0 0 0 0

 Total . . . . . . . . . . . 0 0 0 0

3.4.2.5 Expedientes de cancelación de fianzas

Durante el año 2022 no se ha tramitado ningún expediente de Can-
celación de Fianza.

3.4.3  La actividad jurisdiccional de la Sala de Justicia 
del Tribunal de Cuentas

La actuación jurisdiccional de la Sala de Justicia del Tribunal de 
Cuentas se circunscribe a la resolución de los recursos que se pueden 
interponer, bien contra resoluciones dictadas en las actuaciones pre-
vias a la exigencia de responsabilidades contables (Capítulo XI del 
Título IV de la LFTCu), bien contra las resoluciones recaídas en los 
procedimientos jurisdiccionales, en los supuestos indicados por la 
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LFTCu. Los primeros carecen de denominación específica y se identi-
fican por el precepto de la ley que los regula, mientras que los segun-
dos son de queja y apelación.

Asimismo, cabe formular ante la Sala de Justicia el recurso pre-
visto en el artículo 41.2 de la LOTCu contra las resoluciones que se 
dicten por las Administraciones Públicas, en las que se declaren res-
ponsabilidades contables distintas del alcance, de conformidad con el 
procedimiento contemplado en el Real Decreto 700/1988, de 1 de 
julio, sobre expedientes administrativos de responsabilidad contable 
derivados de las infracciones previstas en el título VII de la Ley Gene-
ral Presupuestaria.

El número y naturaleza de los recursos ingresados en la Sala de 
Justicia del Tribunal de Cuentas es el que se expresa a continuación:

Núm. 
de recursos

Recursos de Apelación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24
Recursos del artículo 46.2 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funciona-
miento del Tribunal de Cuentas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

1

Recursos del artículo 48.1 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funciona-
miento del Tribunal de Cuentas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

14

Recursos del artículo 54.1 a) de la Ley 7/1988 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –
Recursos de Queja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –
Piezas de Abstención . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . –

 Total, recursos ingresados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 39

La evolución de este dato en los tres últimos años es la que a con-
tinuación se expresa:

Recursos

Año Número

2020 31
2021 47
2022 39

Del número total de recursos tramitados en 2022, fueron resueltos por 
la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas 44, quedando pendientes 15.
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Resueltos en 2022

Recursos de apelación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22
Recursos del artículo 48.1 de la Ley 7/1988 . . . . . . . . . . . . . . . . 21
Recursos del artículo 46.2 de la Ley 7/1988 . . . . . . . . . . . . . . . . 1
Recursos del artículo 54.1.a) de la Ley 7/1998 . . . . . . . . . . . . . . 0

 Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 44

Asuntos pendientes a 31 de diciembre de 2022

Recursos de Apelación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 11
Recursos del artículo 48.1 de la Ley 7/1988 . . . . . . . . . . . . . . . . 4

 Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15

La actividad jurisdiccional de la Sala de Justicia del Tribunal de 
Cuentas, desde un punto de vista cuantitativo, ha sido equivalente a la 
consignada en el año anterior.

3.4.4  Intervención del Ministerio Fiscal en la actividad 
jurisdiccional

La intervención del Ministerio Fiscal en la actividad jurisdiccional 
se expone tomando en consideración, en primer lugar, el número de 
demandas interpuestas por el mismo. A continuación, se hace referen-
cia a su participación en la actividad de la Sección de Enjuiciamiento 
del Tribunal de Cuentas. Por último, se refleja la actuación de la Fis-
calía en la preparación de las pretensiones procesales, mediante la tra-
mitación de las llamadas diligencias preprocesales.

3.4.4.1 Demandas

Durante el precedente año 2022, el Ministerio Fiscal ha inter-
puesto 17 demandas, una más que el año anterior.

El importe total de las cantidades reclamadas es de 4.064.554,31 
euros.

La evolución de este dato en los últimos años es la que a continua-
ción se expresa:
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Demandas

Año Número

2020 4
2021 16
2022 17

En el ámbito del enjuiciamiento durante 2022 se interpuso la 
demanda en el procedimiento de reintegro 180/2021 del departamento 
segundo.

La primera parte de la demanda cumple la encomienda realizada por 
la Sala Segunda del Tribunal Supremo que condenó a los miembros del 
Gobierno de la Generalitat de Cataluña, entre otros, por el delito de mal-
versación de caudales públicos como consecuencia del gasto de la prepa-
ración del referéndum de autodeterminación de 1 de octubre de 2017.

La segunda parte de la demanda deriva de la fiscalización efec-
tuada por el Tribunal de Cuentas sobre la acción exterior de la Gene-
ralitat y un ente denominado DIPLOCAT, que incluye los gastos 
efectuados por las distintas delegaciones de la Generalitat en el extran-
jero y las diversas actividades de la entidad DIPLOCAT.

A finales de 2022 se celebró la audiencia preliminar y está pre-
visto que el juicio tenga lugar a lo largo del presente año una vez que 
se aporte la prueba documental solicitada en aquella audiencia.

Durante 2022 se ha continuado la interposición de demandas y cele-
bración de juicios por los numerosos procedimientos seguidos en este 
Tribunal como consecuencia de los pagos indebidos relacionados con 
las ayudas de la Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía a deter-
minadas personas para la extinción de puestos de trabajo de su plantilla.

También cabe destacar que por Auto de 29 de septiembre de 2022, 
la Sección 1.ª de la Sala Tercera del Tribunal Supremo admitió a trá-
mite el recurso de casación preparado por la Fiscalía del Tribunal de 
Cuentas contra la sentencia número 5/2021, de 24 de junio, de la Sala 
de Justicia del mismo Tribunal. El recurso ha sido interpuesto por la 
Fiscalía de la Sala Tercera del Tribunal Supremo mediante escrito de 
19 de octubre de 2022.

3.4.4.2 Otra actividad jurisdiccional

La actuación jurisdiccional de la Sección de Enjuiciamiento del 
Tribunal, tanto en la fase declarativa como en la fase de ejecución, se 
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desarrolla con la intervención del Ministerio Fiscal, de suerte que las 
resoluciones mencionadas anteriormente van precedidas del corres-
pondiente informe del Ministerio Público, que unas veces se desarro-
lla por escrito y otras oralmente, como ocurre en las audiencias previas 
de los juicios o en la propia vista.

El hecho de que el Ministerio Fiscal no haya formulado demanda, 
o no se haya adherido a la presentada por el ente público perjudicado 
o por el actor público, no le convierte, en ningún caso, en legitimado 
pasivo en el correspondiente procedimiento jurisdiccional contable, 
por cuanto su intervención es de carácter institucional, en defensa de 
la ley y de los intereses públicos.

El objeto del proceso es la integridad del erario público, lo que 
justifica la presencia del fiscal en las actuaciones jurisdiccionales con 
criterio propio e independiente de la Administración Pública perjudi-
cada, que puede desistir o renunciar a la acción entablada, lo que no 
supondrá el sobreseimiento de las actuaciones, dado que podrán con-
tinuar con las demás partes, o sólo con el Ministerio Fiscal, hasta la 
resolución definitiva (artículo 58.3 de la LFTCu).

Por tanto, la Fiscalía no puede quedar apartada del proceso cuando 
se opone a la pretensión formulada por la parte demandante, pues con 
su posición imparcial también satisface el interés público y los dere-
chos de los ciudadanos.

En este sentido, la Sección de Enjuiciamiento en la sesión cele-
brada el 29 de enero de 2018, en la tramitación de los procedimientos 
de responsabilidad contable, acordó reconocer al Ministerio Fiscal, 
antes de la contestación a la demanda, un trámite de audiencia en el 
que pueda adherirse a la pretensión de responsabilidad presentada por 
la entidad pública perjudicada o por el actor público, o, en su caso, 
presentar otra demanda distinta. Recibida esta última se dará el trá-
mite de contestación a la demanda a las partes demandadas.

El mencionado trámite permite fijar, al inicio del proceso, la posi-
ción del Ministerio Fiscal de manera individualizada y concreta, con 
la consiguiente fundamentación fáctica y jurídica, sin perjuicio de lo 
que resulte una vez practicada la prueba.

3.4.4.3 Diligencias preprocesales

Estas actuaciones, encaminadas a obtener los elementos probato-
rios que deben permitir el planteamiento de pretensiones de responsa-
bilidad contable, tienen una importancia creciente, tanto cuantitativa 
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como cualitativamente, en el trabajo diario de la Fiscalía y se encuen-
tran amparadas en el artículo 5.3 in fine del EOMF.

El desarrollo, en los últimos años, de las diligencias analizadas se 
expone en el siguiente cuadro:

Diligencias preprocesales

Año Número

2020 177
2021 207
2022 179

Una parte significativa de las diligencias preprocesales incoadas 
tiene su origen en los dictámenes que se evacuan despachando los 
Informes de Fiscalización, aprobados por los OCEx, y van encamina-
das a recabar información documental sobre tales hechos, de suerte 
que pueda realizarse una valoración fundada sobre la existencia o no 
de responsabilidad contable, con el efecto ulterior de decidir si se 
plantea la oportuna demanda.

A continuación, se expresan las distintas formas de terminación de 
las diligencias preprocsales incoadas.

Forma de terminación de las diligencias preprocesales

Años Incoadas Archivo Remisión a 
enjuiciamiento Pendientes

2020 117 109 68 0
2021 207 124 63 20
2022 179 114 73 12
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3.5 Resoluciones de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas

Se expone a continuación la doctrina más relevante elaborada por 
la Sala de Justicia sobre cuestiones procesales y de derecho sustantivo 
en las sentencias dictadas en el año a que se refiere memoria.

– Sentencia de 1 de marzo de 2022, proc. 133/20.

Compatibilidad entre la jurisdicción contable y la jurisdicción 
penal.

Los gastos de defensa y representación de los funcionarios y car-
gos públicos de la Administración Local, siempre que sean conse-
cuencia de su imputación en procesos penales por causas derivadas 
del ejercicio de las funciones propias del cargo o puesto de trabajo, 
pueden ser considerados como gastos indemnizables por la Corpora-
ción local a la que pertenezcan.

Las posibles infracciones de tramitación en una actuación admi-
nistrativa generadora de un gasto no bastan por sí mismas para gene-
rar responsabilidad contable si no van asociadas a la producción de un 
daño indemnizable.

– Sentencia de 1 de marzo de 2022, proc. 130/2018.

Apreciación de negligencia grave en la gestión de los efectos 
públicos, incompatible con la diligencia especialmente cualificada y 
reforzada exigible.

– Sentencia de 11 de mayo de 2022, proc. 131/2020.

Compatibilidad entre los órdenes jurisdiccionales, penal y contable.
Prejudicialidad penal: no existe en el presente caso, en el que se 

enjuician los daños o perjuicios que se hubieran podido causar a los 
fondos públicos, pues no concurre la necesidad de que haya un previo 
pronunciamiento penal sobre un presunto delito de falsedad o malver-
sación de caudales u apoderamiento de fondos, ya que la delimitación 
del perjuicio económico causado al Tesoro público es competencia 
única y exclusiva de la Jurisdicción Contable.

Error en la valoración de la prueba: no se ha producido infracción 
del principio de carga de la prueba, en los términos previstos en el 
artículo 217 de la LEC.

– Sentencia de 13 de mayo de 2022, proc. 132/2020.

Motivo del alcance: la cesión gratuita de determinados bienes 
patrimoniales del Ayuntamiento y el eventual perjuicio económico 
que dicha cesión haya podido acarrear a la entidad local.
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Valoración de la prueba testifical.

-Sentencia de 11 de mayo de 2022, proc. 25/2019.

Alcance continuado: la alegación se trata de una cuestión nueva, 
que resulta incompatible con la naturaleza jurídica del recurso de ape-
lación.

Prescripción parcial de la presunta responsabilidad: necesidad de 
acreditar el conocimiento material de las actuaciones desplegadas en 
la Comisión Municipal de Investigación en relación con los hechos 
que son objeto del presente recurso.

Compatibilidad con el procedimiento administrativo para el rein-
tegro de los caudales públicos: en el supuesto de que quedara sin 
efecto el procedimiento administrativo, los sujetos legitimados activa-
mente en el procedimiento de reintegro por alcance podrían ejercitar 
la correspondiente acción de responsabilidad contable contra quienes 
considerasen que hubieran gestionado ilegal y de manera dolosa, o 
gravemente negligente, los caudales públicos.

– Sentencia de 11 de mayo de 2022, proc. 75/2019

Prueba documental: los testimonios de actuaciones judiciales que 
expidan los Letrados de la Administración de Justicia son documentos 
públicos.

Legitimación pasiva: todos aquellos que tengan a su cargo el 
manejo o disposición de dichos caudales.

Interrupción de la prescripción: lo produce la incoación de un pro-
cedimiento penal sobre los mismos hechos, del que haya tenido cono-
cimiento el interesado y el conocimiento personal de cualquier 
actuación pública interruptora de la prescripción.

Comisiones de servicio sin la debida justificación.

– Sentencia de 13 de mayo de 2022, proc. 84/2021

Salida injustificada de los fondos públicos locales constitutiva de 
alcance: el arreglo de la iglesia de la que es titular la parroquia no 
constituye una finalidad pública a la que se puedan destinar fondos 
públicos y por ello se trata de una donación sin contraprestación 
alguna a favor de la Junta Vecinal. La entrega de una liberalidad no 
puede ser considerada un gasto debidamente justificado.

– Sentencia de 22 de septiembre de 2022, proc. 169/2017

Valoración de la prueba: se exige a la parte recurrente probar que 
se ha producido un error patente y claro o arbitrariedad o falta de 
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lógica en su valoración, no bastando meras alegaciones o valoraciones 
de parte.

Requisitos del elemento subjetivo: atiende a las circunstancias 
particulares del caso enjuiciado.

– Sentencia de 21 de septiembre de 2022, proc. 36/2020

Requisitos constitutivos de la responsabilidad contable.
Análisis de la prueba practicada: no es suficiente con proclamar 

afirmaciones tan rotundas sobre una pretendida arbitrariedad judicial 
si no se aporta un mínimo de argumentación al respecto.

– Sentencia de 21 de septiembre de 2022, proc. 35/2019

Daños y perjuicios a los fondos públicos como consecuencia de la 
actuación irregular desplegada por la demandada en la tramitación de 
la documentación necesaria para el pago de los equipos de protección 
individual.

Prejudicialidad penal: no se identifican adecuadamente qué deci-
siones de la jurisdicción penal podrían tener una influencia decisiva 
en la resolución que corresponde adoptar a la jurisdicción contable.

Vulneración del derecho fundamental de presunción de inocencia 
del artículo 24.2 de la Constitución, así como infracción de las reglas 
que regulan el principio civil de carga de la prueba del artículo 217 de 
la LEC.

Condición de cuentadante.

– Sentencia de 22 de septiembre de 2022, proc. 33/2021

Límites y diferenciación entre la fase preparatoria de los procedi-
mientos contables y los propiamente jurisdiccionales.

Previsión presupuestaria válida y eficaz para la realización de los 
pagos recogida en los Presupuestos municipales vigentes para cada 
ejercicio económico en el momento en que se ordenaron e intervinie-
ron los pagos objeto de litigio.

– Sentencia de 22 de septiembre de 2022, proc. 122/2020

Reglas y principios de valoración de la prueba: la parte recurrente 
debe probar que se ha producido un error patente y claro en la aprecia-
ción de la prueba por parte del Órgano de instancia o arbitrariedad o 
falta de lógica en su valoración.

– Sentencia de 22 de septiembre de 2022, proc. 235/2015
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Legitimación pasiva en los procedimientos contables, a la luz de 
las concretas funciones desarrolladas por la demandada en el ámbito 
de su gestión.

Caracterización, naturaleza y requisitos de la responsabilidad con-
table por alcance.

Concepto de indefensión.

– Sentencia de 24 de noviembre de 2022, proc. 81/2021

Interrupción del plazo de prescripción de la responsabilidad conta-
ble referida a los plazos de prescripción y caducidad del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

Cuestión prejudicial en los términos del art. 17.2 LOTCu: la Sala 
considera que se encuentra ante una cuestión nueva que lleva a recha-
zar las alegaciones del Ministerio Fiscal.


